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ejecución coactiva, en la Municipalidad de Santiago de Surco – 2017” por el cual tuvimos como 
objetivo general, analizar de qué manera la autotutela administrativa garantiza el procedimiento 
de ejecución coactiva en las obligaciones de hacer en la Municipalidad de Santiago de Surco – 
2017, siendo nuestro supuesto general, la autotutela administrativa garantiza el procedimiento 
de ejecución coactiva a través del correcto procedimiento administrativo, permitiendo así que 
se determine la exigibilidad del acto administrativo (autotutela declarativa) en la Municipalidad 
de Santiago de Surco - 2017. 
 
La investigación desarrollada es de enfoque cualitativo, el cual tiene diseño interpretativo de 
teoría fundamentada de tipo de investigación básica, para el cual se utilizaron instrumentos de 
recolección de datos, como la guía de entrevista, entrevistando al Ejecutor Coactivo, Auxiliar 
Coactivo de la Municipalidad de Santiago de Surco, y los abogados especialistas, así como 
también se utilizó la guía de análisis documental, extrayendo de tal manera los datos que son 
relevantes para que se pueda efectuar una correcta interpretación de lo investigado. 
Arribando a las conclusiones que manifiestan la importancia de la autotutela administrativa con 
el fin que se respalde el procedimiento de ejecución coactiva, como segunda conclusión se 
determina la importancia de un correcto inicio del procedimiento administrativo para que se 
pueda iniciar el procedimiento de ejecución coactiva y como tercera conclusión, se establece 
que el tercer párrafo del artículo N° 49 de la Ley orgánica de Municipalidades ejerce una 
limitación en cuanto a la autotutela administrativa, de manera que para exigir la obligación se 
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The title of the present investigation is "Autotutela Administrativa and the procedure of 
coercive execution, in the Municipality of Santiago de Surco - 2017" by which we had as 
general objective, to analyze in what way the administrative self-defense guarantees the 
procedure of coercive execution in the Obligations to do in the Municipality of Santiago de 
Surco - 2017, being our general assumption, the administrative self-defense guarantees the 
procedure of coercive execution through the correct administrative procedure, thus allowing to 
determine the enforceability of the administrative act (declaratory autotutela) in the 
Municipality of Santiago de Surco - 2017. 
 
The research developed is a qualitative approach which has an interpretative design based on 
basic research theory, for which data collection instruments were used, such as the interview 
guide, thus interviewing the Coactive Executor, Coactive Assistant of the Municipality of 
Santiago de Surco, and specialist lawyers, as well as the documentary analysis guide was used, 
extracting in such a way the data that are relevant so that a correct interpretation of the 
investigation can be made. 
Arriving at the conclusions that show the importance of administrative self-management in 
order to back the coercive enforcement procedure, as a second conclusion the importance of a 
correct start of the administrative procedure is determined so that the coercive enforcement 
procedure can be initiated and as Third conclusion, it is established that the third paragraph of 
Article N ° 49 of the Organic Law of Municipalities exerts a limitation as regards administrative 
self-management, so that in order to demand the obligation it is necessary to go to the Judicial 
Power, delaying the action of the administration. 
 




Procedimiento de Ejecución Coactiva en la Municipalidad Santiago de Surco – 2017” iniciamos 
desarrollando la aproximación temática, señalando que, en la época de la Revolución Francesa 
fue adoptada la separación de poderes por medio del cual la Asamblea prohibió que el poder 
judicial (Jueces) interfiera en las decisiones que haya adoptado la Administración.   
Para la autora, Boto (2016) en su artículo titulado, First Lex generalis on administrative 
procedure in France: Public relations code, señala que,  with the entry into force of the French 
Code in 2016, which links the public and the administration marks a commemorative event in 
the Administrative Law for France as well as for the European Union since it regulates a 
procedure of special regime as it comes to be administrative acts , the interaction of the public 
and the solutions of non-contentious conflicts. Cabe indicar que, en el artículo la autora señala 
que Francia dio un gran paso en el año 2016, en cuanto al reconocimiento realizado entre la 
interacción de la entidad administrativa con el público en donde también se analizó las 
cuestiones de ámbito general como por ejemplo los actos administrativos, entre otros.  
En Perú, no es concebible el ejercicio de la autotutela a los particulares puesto que no pueden 
actuar ni hacer prevalecer sus derechos por cuenta propia, siendo los supuestos delimitados en 
el ámbito penal la excepción a ello; en cambio en el ordenamiento jurídico se reconoce a la 
Administración para que pueda perjudicar jurídicamente a los administrados, ejecutando las 
medidas coercitivas sin tener la necesidad de contar con la intervención de un tercero, 
valiéndose de la presunción de legalidad. Al ejercer su potestad de autotutela administrativa 
genera ilación con el procedimiento de ejecución coactiva, ello a consecuencia de la clara 
resistencia que demuestran los administrados a cumplir con lo normado por cada 
administración, cumpliendo para ello con el procedimiento administrativo, en donde el 
administrado consiente el acto o por el contrario decide agotar las vías administrativas, llevando 
de tal forma un debido procedimiento administrativo.   
En la praxis, se observó que esta potestad se encuentra limitada en la Municipalidad de Santiago 
de Surco-2017, en cuanto al cumplimiento de obligaciones de hacer, al momento que el Ejecutor 
Coactivo ordena la demolición a obras inmobiliarias, existen diversos factores que no permiten 
el pleno ejercicio del poder de decisión de la administración, pero en la presente investigación, 
I. INTRODUCCIÓN 
 
El presente trabajo de investigación denominado “Autotutela Administrativa y el 
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elegimos como factor de limitación de la autotutela administrativa, al ejercicio del 
Procedimiento de Ejecución Coactiva en obligaciones de hacer para las demoliciones 
inmobiliarias, la cual está contemplada en el tercer párrafo del artículo N° 49 de la ley Orgánica 
de Municipalidades, en donde se reconoce en el primer párrafo a las autoridades municipales 
para que puedan proceder a ejecutar la demolición en el caso que sean de obras o de 
instalaciones que estén en vía pública, para casos considerados de dominio público, en cambio 
en el tercer párrafo del mencionado artículo, se estableció que en casos de obras inmobiliarias, 
se deberá recurrir al fuero judicial solicitando autorización para demolición. 
  
De proseguir el tercer párrafo del artículo mencionado, se estaría transgrediendo la facultad que 
es conferida a las Municipalidades de poder tutelar y exigir que se efectúe el cumplimiento de 
la sanción, obteniendo a consecuencia de ello la informalidad y aceptando inconscientemente 
la resistencia que se demuestra a cumplir con la sanción, la cual contiene como medida 
complementaria la demolición siendo ejecutada tal medida por el Ejecutor Coactivo; sugiriendo 
respaldar las actuaciones de la administración, a través del procedimiento de ejecución coactiva, 
debiendo recordar que las municipalidades no ejercen su potestad buscando un propio interés, 
sino por el contrario, su fin primordial es defender y cautelar los intereses generales de los 
administrados que cumplen y se ciñen a lo formal. 
Como trabajo previo en enfoque internacional, mencionamos el trabajo realizado por (Ferrada, 
2007, p. 81) en su trabajo titulado, “Las Potestades y privilegios de la Administración Pública 
en el Régimen Administrativo Chileno de la Universidad Austral de Chile”, el cual concluye, 
indicando que se tiene que configurar debidamente la potestad y el privilegio del cual goza la 
administración, con el objetivo de que se estructure una justicia de administración que sea eficaz 
para que de tal manera exista un equilibrio entre la potestad otorgada a la administración y el 
respeto a los derechos reconocidos al ciudadano. Por otro lado (López, 1988, p. 58) en su 
investigación titulada, “Límites Constitucionales de la Autotutela Administrativa”, afirmó que, 
las Administraciones Públicas se deleitaron tradicionalmente en el Derecho Español, 
confiriéndose la potestad de tutelar por sí mismos sus derechos e intereses, encontrándose libres 
de imponer sus propósitos de manera declarativa, así como también ejecutiva; siendo que, la 
ejecutoriedad otorga la posibilidad de que la ejecución forzosa del acto, genere coactivamente 




En cuanto al procedimiento de Ejecución Coactiva, (Olalla, 2016, p. 79) en su tesis de grado, 
“Análisis del juicio coactivo, y sus incidencias en la aplicación de medidas cautelares”, 
concluye destacando que las obligaciones que son exigidas coactivamente son establecidas a 
través de la imposición de un acto administrativo, el cual tiene que estar correctamente 
notificado y ejecutoriado. 
 
Enfocándonos en el ámbito nacional, según (Reaño, 2016, p. 4) en su artículo referido a “La 
Autotutela Ejecutiva de la Administración Pública y el Procedimiento de Ejecución Coactiva”, 
indicó que el Procedimiento de Ejecución Coactiva es una indudable manifestación de 
autotutela que nuestro ordenamiento jurídico le confiere a la Administración Pública, para que, 
por cuenta propia, pueda ejecutar sus decisiones, sin tener la necesidad de requerir el auxilio 
del Poder Judicial. Para el autor, (Yarleque, 2018, p. 3) en su tesis de grado, titulada, “Potestad 
de Fiscalización de la Administración Pública” de la Universidad Pontificia Católica del Perú, 
manifestó que la potestad administrativa permite garantizar la correcta adecuación de las 
actividades sujetas a control, las cuales son establecidas en el ordenamiento jurídico, 
estableciendo si las personas naturales y jurídicas se encuentran cumpliendo y respetando las 
normas establecidas de carácter administrativo.  
 
Como lo aprecia (Romero, 2017, p. 35) en su tesis de grado, titulada, “La desnaturalización de 
la autotutela administrativa en el procedimiento de ejecución coactiva regulado en la ley 26979, 
ley del procedimiento de ejecución coactiva”, señala que, al aplicarse un acto administrativo 
este tiene carácter de ejecutividad y ejecutoriedad por medio del cual se tiene la obligación de 
ejecutarlo, esté o no el obligado conforme con el acto, esto es aplicando la autotutela 
administrativa, sin embargo el obligado puede oponerse al acto administrativo impuesto 
basándose en diversas causales que permitirán realizar la nulidad del acto administrativo.  
Previo a desarrollar el trabajo de investigación tenemos que conocer algunas de las nociones de 
los términos a trabajar: La Administración Pública, tiene una organización dentro un territorio 
delimitado del Estado Peruano, al cual se le confiere autonomía y poder de decisión de sus 
normas establecidas, es así que gozan del derecho de poder tutelar propiamente sus intereses, 
promoviendo conjuntamente el desarrollo de manera económica, social y cultural a su 
circunscripción territorial. El administrado, es la persona natural, jurídica, sociedad conyugal, 
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sucesiones indivisas, entre otras, que se encuentran sujetas a una obligación, la cual se inicia 
con la determinación del acto administrativo por parte de la Administración.  
En la actualidad, el Estado prohíbe a los particulares el ejercicio y uso de la fuerza por cuenta 
propia, debiendo ante algún conflicto abstenerse de cualquier acto de violencia, acudiendo al 
Juez para que actúe de manera imparcial; en el caso de la Administración se le reconoce el 
poder de declarar y ejecutar sus decisiones por cuenta propia, denominado Autotutela 
Administrativa, protegiendo sus intereses, capacitada para poder tutelar las situaciones que se 
presentan, considerado tal característica como extraordinaria. La Administración a través del 
procedimiento administrativo sancionador, impondrá el acto administrativo de manera 
razonable y dentro de los límites establecidos por el marco normativo, ejerciendo la coacción y 
fuerza para lograr el cumplimiento del acto, pudiendo acudir y solicitar el apoyo de la Policía 
Nacional para que pueda ejercer y ejecutar los actos en el caso de que el administrado incumpla 
o se resista a acatar lo determinado por la entidad, siendo la ejecutoriedad el efecto del acto 
administrativo (Sentencia del Tribunal Constitucional N° 0015-2005-PI/T, 2006).  
 
En cuanto a los actos administrativos, gozan tanto de ejecutividad como de ejecutoriedad, en 
donde el primero es una autotutela meramente declarativa, por medio del cual, se impone el 
acto administrativo por parte de la Administración, primando la presunción de legalidad, 
permitiéndole al administrado agotar la vía administrativa, con la finalidad de revisar y calificar 
la legalidad del acto administrativo y la segunda, es la autotutela ejecutiva, la cual exige el 
cumplimiento del acto administrativo, empleando en esta etapa las medidas coercitivas que se 
reconocen en la Ley de Procedimiento de Ejecución coactiva. 
 
La Ley de Procedimiento Administrativo General - Ley N° 27444, reconoció al procedimiento 
administrativo en el artículo N° 29, estableciendo que es el conglomerado de actos y 
actuaciones ejercidas por parte de las administraciones, la cual emitirá actos administrativos 
que producirán consecuencias jurídicas individuales en base a los intereses, obligaciones o 
derechos de los administrados. El primer paso del procedimiento administrativo es el ejercicio 
de la potestad fiscalizadora, contextualizándose de acuerdo a cada entidad Administrativa, 
mediante el Manual de Procedimientos y en el Reglamento de Organización y Funciones; la 
fiscalización administrativa puede ser de oficio, o por denuncia de un tercero; como por 
ejemplo, locales que no cuentan con autorización para vender bebidas alcohólicas, 
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construcciones que perjudiquen al vecino colindante, empresas que realicen ruidos molestos, 
entre otras causales. 
La potestad fiscalizadora atribuye mecanismos que se deben emplear a fin que se determine si 
se cumple o no con lo establecido por la administración; corroborando el fiscalizador en el lugar 
in situ, si cumple con lo establecido por la misma, de existir alguna infracción, o no cuente con 
la documentación necesaria, se levantará el acta de constatación procediéndose a la aplicación 
de  la sanción, iniciando así el procedimiento administrativo de carácter sancionador, 
emitiéndose el acto administrativo debidamente determinado y notificado, para que surtan los 
efectos sancionadores, obteniendo como consecuencia la afectación de los derechos, deberes e 
intereses del administrado; en caso de incumplimiento se iniciará el procedimiento de Ejecución 
Coactiva; por ello, el acto administrativo debe tener solidez y seguridad del contenido, siendo 
el acto emitido una condición necesaria (sine qua non) conllevando a la seguridad de que no se 
realizó acto arbitrario, gozando de la presunción de validez reconocida mediante el artículo N° 
9 de la Ley de Procedimiento Administrativo General, presumiéndose válido y legítimo 
mientras que no se declare nulo. 
La Ley de Procedimiento Administrativo General - Ley N° 27444, estableció en su artículo N° 
207 los recursos que puede presentar el obligado ante la oposición del acto administrativo, 
presentándose dentro de los quince días, resolviéndose dentro de los treinta días hábiles; 
reconociéndose los siguientes:  
El recurso de reconsideración, inmerso en el artículo N° 208, se interpone ante el órgano que 
emitió el acto administrativo, dentro del plazo establecido siguiente a la notificación del acto 
administrativo, solicitándose la revocación o en su defecto la modificación del acto impuesto, 
sustentándose con nueva prueba, cuando en la fiscalización fue imposible mostrar los 
documentos solicitados. El segundo recurso es la apelación, reconocido en el artículo N° 209, 
presentándose dentro de los quince días hábiles de notificada la resolución que resuelve en 
primera instancia, impugnándose el acto administrativo emitido, sin tener la necesidad de 
presentar nueva prueba, puesto que, se deberá pronunciar de acorde a derecho y no sobre los 
actos realizados, presentado ante órgano superior jerárquico. Por último, el recurso de revisión 
el cual es utilizado excepcionalmente pues es presentando a tercera instancia de alcance 




El procedimiento de Ejecución Coactiva, permite ejecutar de manera forzosa el acto 
administrativo, el cual contiene las obligaciones que pueden ser, de dar, hacer o de no hacer, 
conferida a la administración en respaldo al principio de la autotutela administrativa, regulada 
en la Ley del Procedimiento de Ejecución Coactiva–N° 26979, buscando el cumplimiento de la 
obligación del administrado. Es un procedimiento utilizado con frecuencia por la 
administración con el fin de exigir forzosamente las obligaciones tanto tributario de forma 
pecuniaria y el no tributario con la afectación del bien y/o del negocio en donde se ejecuta las 
obligaciones de dar, de hacer o de no hacer por parte de los administrados; siendo conducido 
por el Ejecutor Coactivo quien se encargará de efectuar los mecanismos necesarios para que se 
cumplan las medidas administrativas de acuerdo a lo establecido en el marco de la ley, facultado 
para utilizar la coacción y el uso de la fuerza, eligiendo trabar las medidas coercitivas que 
considere pertinentes para cada caso, actuando con discrecionalidad; apoyado por el auxiliar 
coactivo compartiendo los deberes y responsabilidades de todos los actos ejecutoriados. 
La ley de Procedimiento de Ejecución Coactiva – Ley N° 26979 (en adelante LPEC), es un 
régimen legal especial que determina el correcto proceder coactivo, siendo tal procedimiento la 
manifestación de autotutela administrativa el cual se aplicará respetando y garantizando los 
derechos del administrado; al ser esta ley de mandato público será de cumplimiento imperativo 
para las entidades facultadas de realizar los actos forzosamente; señalando en el artículo N° 9 
que la obligación será exigida coactivamente cuando se encuentre con un acto administrativo 
notificado correctamente y que no se haya interpuesto recurso alguno en la vía administrativa 
en los plazos establecidos conforme a Ley; iniciándose así el Procedimiento de Ejecución 
Coactiva, emitiéndose en primer lugar, la Resolución de Ejecución Coactiva N° Uno, la cual 
tendrá un plazo de 7 días hábiles de haber sido notificado para proceder a ejecutarlo.  
Así como en el procedimiento administrativo se reconoce al administrado el derecho de 
presentar recursos administrativos que considere pertinente, de tal forma en el procedimiento 
de ejecución coactiva se le permite una vez más oponerse a la exigibilidad del acto a través de 
la Revisión Judicial el cual es un remedio procesal reconocido en el artículo N° 23 de la LPEC, 
presentado ante la Sala Contencioso Administrativo de la Corte Superior, suspendiendo el 
procedimiento de ejecución coactiva, revisando y analizando la legalidad y correcta aplicación 
por parte del ejecutor coactivo de las normas establecidas que motivaron a iniciar el 
procedimiento de la ejecución coactiva; las causales para que interponga la revisión judicial se 
dan, cuando se haya trabado medida cautelar de embargo inmersas en el artículo N° 33 de la 
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misma ley, y cuando esté concluido, prosiguiendo con lo mencionado, en el artículo N° 38 de 
la misma normativa, se establece que el administrado puede presentar su recurso de queja 
presentado ante el Tribunal Fiscal cuestionando el proceder tanto del Ejecutor así como del 
Auxiliar Coactivo, el cual deberá atenderse en un plazo de 20 días que serán hábiles, de existir 
peligro en la demora de la resolución o si lo solicita el administrado se ordenará la suspensión 
temporal del procedimiento coactivo. 
Por otro lado, debemos acotar que la mencionada ley divide el procedimiento en Tributario y 
No Tributario los cuales ante el incumplimiento del obligado actuarán de distintas formas, 
procediendo a ejecutar las medidas de maneras diversas; en el caso del procedimiento Tributario 
se exigirá la acreencia de la resolución de determinación, órdenes de pago, fraccionamientos, 
multas tributarias, y otros contemplado en el artículo N° 25 de la misma ley; en el no Tributario 
(materia del presente trabajo), se exigirá el cobro de las multas y de las medidas 
complementarias establecidas administrativamente. 
Existen tres tipos de obligaciones, que son; Dar, la cual es exigible de manera pecuniaria, por 
medio del cual la administración realizó la verificación del hecho imponible y emitió el acto 
administrativo, teniendo que cumplir el obligado con el pago de la obligación tributaria (pago 
de impuesto, tasas y contribuciones) o no tributaria (en el caso de las multas administrativas). 
Las medidas cautelares que se aplican son; retención, en donde las entidades bancarias ponen a 
disposición de la administración los derechos de crédito del deudor, la segunda es, depósito con 
extracción, embargándose los bienes muebles del deudor sin afectar los que sean de necesidad 
para la subsistencia del mismo, y en forma sin extracción de bienes, se procederá a nombrar un 
depositario para los bienes manteniéndolo en propiedad del obligado, como tercera medida está 
la Inscripción, afectando los bienes registrados ante la Superintendencia Nacional de los 
Registros Públicos – SUNARP a nombre del deudor, ordenando que se realice la anotación 
registral por la suma de la deuda tributaria afectando a bienes inmuebles, naves, vehículos, entre 
otros que sean registrables y por último, la medida de intervención en recaudación, información 
o administración de bienes, la cual interviene los ingresos del deudor, nombrando un interventor 
encargado de intervenir en caja, afectando los ingresos diarios, cancelando primero lo necesario 
para que no afecte el funcionamiento del negocio, cobrando luego la deuda que mantenga con 
la administración.  
8 
 
Por otro lado, la obligación de hacer y no hacer, serán las medidas complementarias como la 
clausura de establecimientos, siendo temporal y pasará a declararse en definitiva cuando el 
obligado persista con la infracción que detectó la administración haciéndola reincidente; la 
segunda es la orden de demolición, la cual es una decisión meramente administrativa que tiene 
como fin derribar y/o destruir la propiedad del administrado por contravenir a lo normado; las 
causales para que se ordene son diversas, una de ellas es realizar la construcción sin licencia de 
obra, otro supuesto es la construcción de obra antirreglamentaria sobrepasando los parámetros 
urbanísticos, resultando imposible realizar subsanación de ello. 
La Ley Orgánica de Municipalidades – Ley N° 27972, establece en el artículo N° 46 que la 
norma establecida por la municipalidad será de cumplimiento forzoso, permitiendo a la 
administración que establezca escalas de multas en base a la gravedad de la omisión de 
obligación, otorgándole potestad de imponer las sanciones como, la multa (art. N° 47), 
decomiso y retención (art. N° 48°), clausura, retiro y demolición (art. N° 49). Nos enfocamos 
en la obligación de hacer en el caso de las demoliciones, reconocida en el artículo 49° de la 
presente ley, mediante la cual se ordena que el bien sea derribado o cualquier otra instalación 
que esté de manera permanente en el suelo, esta ejecución adoptada podría significar que sea 
parcial o total, teniendo como finalidad prevalecer el reglamento impuesto por la entidad en 
cuanto a los parámetros urbanísticos; las causales pueden ser por no contar con la respectiva 
licencia de obra, cuando la construcción sea irremediablemente subsanada, la segunda se genera 
ante la construcción que contraviene los planos aprobados al momento de expedirse la licencia 
de obra, o que transgreda la normativa del Reglamento Nacional de Construcciones. 
Sin embargo, se puede denotar que en el tercer párrafo del artículo N° 49, es limitado el 
desarrollo de la autotutela administrativa, en cuanto al Procedimiento de Ejecución Coactiva 
para ejecutar las obligaciones de hacer en el caso de la demolición, confiriendo la potestad a la 
administración para que imponga el cumplimiento de la demolición de las obras y las 
instalaciones que estén ocupando la vía pública, así como también puede ordenar que lo realice 
el infractor; pero en el tercer párrafo del mencionado artículo, señala que la administración 
deberá solicitar la autorización judicial en la vía de proceso sumarísima para que esta puede 
proceder a realizar la demolición en el caso de las obras o construcciones inmobiliarias las 
cuales estarían transgrediendo las normas municipales. Es así que (Estela, 2012, p. 241), refiere 
que el artículo N° 49 de la Ley N° 27972, se contradice, puesto que al principio sostiene que la 
autoridad municipal tiene la facultad de poder ordenar el retiro de los materiales o la ejecución 
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de la demolición de obras, así como el retiro de instalaciones que pudiesen ocupar la vía pública, 
para que posteriormente en el tercer párrafo ordene que la autoridad municipal en el caso que 
desee realizar la demolición de obras inmobiliarias deberá instar y demandar una autorización 
al Poder Judicial en la vía sumarísima para que la misma pueda ejecutarse. 
Esta contravención del tercer párrafo infiere a la vez con lo establecido en el inciso c) y d) del 
artículo N° 108 de la Ley de Regularización de Edificaciones del Procedimiento para 
Declaratoria de Fábrica y de Régimen de Unidades Inmobiliarias de Propiedad exclusiva y 
Propiedad Común - Ley N° 27157, mediante el cual se establece que se procederá a la 
paralización de la obra o de la demolición cuando el propietario o responsable de la obra no 
subsane lo observado por la administración. Es así que el mismo reglamento, en su artículo N° 
96.2, menciona que si el propietario desacata lo ordenado será la municipalidad quien se 
encargará de ejecutar la paralización de la obra o la demolición mediante el Procedimiento de 
Ejecución Coactiva.  
En ese sentido, debe resaltarse que la Administración cuenta con la Gerencia de Desarrollo 
Urbanístico, el cual de acuerdo al Reglamento de Organización y Funciones está facultada para 
realizar el control de las obras privadas, procediendo a levantar informes ante la detección de 
la infracción, emitiendo certificados o cualquier otro trámite que se encuentre vinculado a los 
anteproyectos, otorgar licencias de obras, entre otros. Si el fiscalizador detectó la infracción y 
procedió a imponer la multa con la medida complementaria de la demolición, esta debería 
ejecutarse directamente, sin requerir el permiso para la ejecución de la demolición pues, la 
administración cuenta con múltiples áreas, que ayudan a los funcionarios a no caer en error al 
momento de determinar las áreas o medidas que son materia de demolición, contando con 
equipo profesional calificado, para determinar si las construcciones realizadas por la 
inmobiliaria afectan a los vecinos colindantes o ponen en peligro la vida de los particulares, de 
esa forma lo ordenado estará debidamente sustentado, siendo esta opción la más rápida y eficaz 
para la ejecución de la demolición, puesto que cuestionando también la demora por la carga 
laboral con la que cuenta el Poder Judicial este dilatará por mucho más tiempo la ejecución de 
la obligación ordenada, afectando los intereses de los particulares, en el caso de una 
construcción antirreglamentaria y con peligro a derrumbarse ante cualquier catástrofe 
estancando la actuación del Ejecutor y Auxiliar coactivo, generando más carga laboral y 
generándole responsabilidades ante cual hecho fortuito que pueda suscitarse.  
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En el presente trabajo de investigación, iniciamos formulando el problema general: ¿De qué 
manera el ejercicio de autotutela administrativa garantiza el procedimiento de ejecución 
coactiva en las obligaciones de hacer en la Municipalidad de Santiago de Surco - 2017?, para 
responder el problema general como problemas específicos se plantearon las siguientes 
preguntas, la primera es, ¿de qué manera el procedimiento administrativo permite ejecutar el 
procedimiento de ejecución coactiva en las obligaciones de hacer?, y la segunda, ¿de qué 
manera se ve limitada la autotutela administrativa respecto con el 3er párrafo del artículo N° 49 
de la Ley Orgánica de Municipalidades N° 27972?  
La justificación del estudio inició a partir de la discordancia que tenemos con el tercer párrafo 
del artículo N° 49 de la Ley Orgánica de Municipalidades N° 27972, puesto que, se estaría 
limitando la potestad conferida a la administración de poder ejercer su autotutela administrativa, 
cuando se detecta omisión o transgresión de lo determinado por la misma por parte del 
administrado. El aporte que se desea con esta investigación es que el tercer párrafo, sea excluido 
del artículo N° 49 a fin de no transgredir la potestad reconocida a la Administración Pública, 
buscando por el contrario que se respalde las actuaciones realizadas por la misma, fortaleciendo 
el proceder mediante el apoyo de los profesionales especialistas, no olvidando que es la propia 
administración quien se encarga de otorgar las licencias de construcción y de determinar los 
parámetros urbanísticos. 
 
La justificación teórica es la investigación realizada en cuanto a la investigación de la 
Autotutela administrativa, la cual se reconoció como una potestad atribuida a la administración 
para exigir el  cumplimiento del acto administrativo, sin tener la necesidad de acudir a la 
intervención judicial, viéndose limitada al momento de iniciarse el procedimiento de ejecución 
coactiva con mandato de cumplimiento de hacer puesto que, tienen que acudir ante el Órgano 
Judicial para solicitar autorización judicial para la demolición del bien cuando es de obras 
inmobiliarias. En cuanto a la justificación práctica, se basa en la obligación de analizar el 
procedimiento de ejecución coactiva con mandato de obligaciones de hacer, el cual permite 
prevalecer la potestad de autotutela administrativa conferida a la administración buscando 
garantizar la ejecución de sus mandatos sin la necesidad de recudir al auxilio de terceros, cuando 




La justificación legal, es el fin primordial de la investigación pues aflora la importancia del 
respeto de la autotutela administrativa conferida a la administración, el cual es ejecutada y 
llevada a cabo mediante el procedimiento de ejecución coactiva, con el mandato de las 
obligaciones de hacer, encontrándose limitada tanto en el excesivo reconocimiento que puede 
tener el órgano judicial en caso de oposición del obligado al acto administrativo impuesto, así 
como también, al 3er tercer párrafo del artículo N° 49 de la Ley Orgánica de Municipalidades, 
el cual establece que la Administración en caso de la demolición para edificaciones privadas 
deberán acudir al Órgano Judicial para que sean ellos quienes determinen la ejecutoriedad de 
la demolición. 
 La relevancia de esta investigación es jurídica y social, puesto que como producto final se 
propondrá el apartado del tercer párrafo del artículo N° 49 de la Ley Orgánica de 
Municipalidades. La contribución de la presente es proponer aportes al problema de límites que 
se le interponen a la Administración al momento de ejercer su autotutela administrativa 
mediante el procedimiento de ejecución coactiva.   
En cuanto al objetivo general, tenemos el de analizar de qué manera la autotutela administrativa 
garantiza el procedimiento de ejecución coactiva en las obligaciones de hacer en la 
Municipalidad de Santiago de Surco – 2017. Los Objetivos específicos son, determinar de qué 
manera el procedimiento administrativo permite ejecutar el procedimiento de ejecución 
coactiva en las obligaciones de hacer y el segundo es determinar de qué manera se ve limitada 
la autotutela administrativa respecto al 3er párrafo del art. N° 49 de la Ley Orgánica de 
Municipalidades No 27972. 
En el supuesto jurídico General, podremos indicar que mediante La autotutela administrativa 
garantiza el procedimiento de ejecución coactiva a través del correcto procedimiento 
administrativo, permitiendo así que se determine la exigibilidad del acto administrativo 
(autotutela declarativa) en la Municipalidad de Santiago de Surco - 2017. 
En cuanto al primer supuesto jurídico específico, la Administración, valiéndose del 
reconocimiento de autotutelar sus intereses, inicia el procedimiento administrativo que viene a 
ser la manifestación de la autotutela de manera declarativa, a fin de agotar las vías necesarias 
para el cumplimiento de la obligación por parte de los administrados conllevando el 
incumplimiento de tal obligación al inicio del procedimiento de ejecución coactiva; el segundo 
supuesto jurídico específico mencionamos que el tercer párrafo del artículo N° 49 de la Ley 
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Orgánica de Municipalidades, limita el pleno ejercicio de la autotutela administrativa en los 
procedimientos de ejecución coactiva para ejecutar las obligaciones de hacer en el caso de la 
demolición de las obras im, estableciendo que el Ejecutor Coactivo antes de realizar la 
demolición de una obra inmobiliaria deberá solicitar permiso y autorización ante el Poder 
Judicial. 
por finalidad profundizar y comprender las limitaciones que se suscitan en la praxis a las 
Municipalidad Distritales, la técnica que se utilizará en el presente trabajo es la entrevista 
mediante el cual se podrá recabar información que coadyuven al desarrollo de mi trabajo de 
investigación, además de la técnica de Análisis Documental.  
2.1 Tipo y diseño de investigación 
 
Investigación Básica: En la desarrollada investigación se buscó encontrar los principios básicos 
o leyes que afiancen los dilemas de los cuales adolece nuestra sociedad, teniendo como 
finalidad en el desarrollo de este método el desarrollar el conocimiento de principios 
fundamentales de la realidad por sí misma. 
El diseño utilizado para el presente trabajo es el interpretativo con investigación de teoría 
fundamentada, toda vez que se busca detallar el fenómeno de la problemática que sea desea 
estudiar para proceder a analizarlos, para desarrollar posteriormente una teoría que permita 
explicar de manera conceptual las acciones que deberían adoptarse. 
2.2 Escenario de estudio 
 
El mejor escenario para poder investigar es el que te permite tener un conocimiento y relación 
directa con las personas que dominan y tienen experiencia en la investigación elegida, es así 
que opte por elegir como centro o escenario para desarrollar mi trabajo de investigación a la 
Municipalidad de Santiago de Surco, siendo aún más específicos se entrevistó al Ejecutor 











La presente investigación se desarrolló con la entrevista al Ejecutor Coactivo quien es el titular 
del procedimiento de ejecución coactiva con la finalidad de que se pueda recabar de este 
profesional su conocimiento y su experiencia en el ejercicio del procedimiento de ejecución 
coactiva, así como su reconocimiento del poder de autotutela que goza las entidades públicas 
como lo es la Municipalidad Santiago de Surco, el Auxiliar Coactivo quien es el funcionario 
que trabaja conjuntamente con el ejecutor coactivo, nos permitió conocer más a fondo los 
procedimientos de ejecución coactiva, así como el punto de vista de los límites de la autotutela 
administrativa, así mismo los abogados de la ejecutoria coactiva quienes son los profesionales 
que conocen y dominan al igual que el ejecutor coactivo y auxiliar, el tema del procedimiento 
de ejecución coactiva y del reconocimiento de la autotutela a las entidades. 
 
2.4 Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
 
Las técnicas adoptadas son las maneras de cómo se piensa realizar la recolección de 
información, siendo que, para el enfoque cualitativo de la investigación es primordial recabar 
la información necesaria. 
Utilizamos en el presente trabajo de tesis, los siguientes instrumentos:  
a) Guía de análisis de fuente documental: se utilizó un análisis de las fuentes recabadas 
durante el desenlace de la investigación es decir estudios o doctrina. Además de la 
legislación correspondiente. 
b) Guía de entrevista: Esta técnica se realizó a los expertos profesionales de la materia y 
formulándose preguntas abiertas, con la finalidad que pueda emitir una opinión del tema 
investigado. Los entrevistados fueron el Ejecutor Coactivo de la Municipalidad de 
Santiago de Surco, auxiliares coactivos y abogados expertos en la materia. 
 
Validación del Instrumento de la guía de entrevista: 
Sujeto que valido el instrumento Cargo e institución donde labora Puntaje obtenido 
14 
 
1. Cornejo Uypan, Luis Alberto Ejecutor Coactivo – 
Municipalidad Santiago de Surco 
91% 
2. Aquino Osorio, Carlos Edison Auxiliar Coactivo – 
Municipalidad Santiago de 
Surco 
100% 
3. Calvo Torreblanca, Stephanny Abogada especialista – 
Municipalidad Santiago de Surco 
85% 
Fuente: Elaboración propia 
 
Validación del Instrumento de la guía de análisis documental: 
Sujeto que valido el 
instrumento 
Cargo e institución donde labora Puntaje obtenido 
1. Esau Vargas 
Huaman 
Asesor de Tesis – Universidad 
Cesar Vallejo 
94% 
2. Joe Oriol Olaya 
Medina 
Asesor de Tesis – Universidad 
Cesar Vallejo 
95% 
3. Rosas Job Prieto 
Chavez 
Asesor de Tesis – Universidad 
Cesar Vallejo 
85% 




De acuerdo con la entrevista generada a los expertos, se procedió a sistematizar los resultados, 
canalizando la respuesta de cada uno de ellos. En cuanto al rigor científico estas son las 
unificaciones de las teorías buscando interpretarlas coherentemente, permitiendo que se 
corrobore la validez, así como la confiabilidad de lo investigado, usando los criterios lógicos, 




2.6 Método de análisis de información 
 
Fue el procedimiento desarrollado en la presente investigación, direccionado al enfoque 
cualitativo con diseño interpretativo con base en la teoría fundamentada, permitiendo de esa 
forma que se haya extraído los datos relevantes que permitan efectuar una interpretación y un 
correcto análisis de lo investigado. Se procedió a clasificar toda la información recabada a 
través de las guías de entrevista efectuada a 10 abogados especialistas, como el Ejecutor 
Coactivo, Auxiliar Coactivo y 8 abogados especialistas en el tema administrativo, 
estructurándolo posteriormente 
 
Por otro lado, también se utilizó el método de análisis hermenéutico, puesto que, se realizó una 
interpretación y opinión a consecuencia de lo analizado en el marco normativo, utilizando 
también el método inductivo puesto que se analizaron datos para posteriormente emitir 
conclusiones, revisando las informaciones con el fin de llegar a lo general. Los resultados se 
tornan confiables y validos a través de las respuestas realizadas al escenario de estudio, 
procediendo a interpretar y describir las entrevistas realizadas, siendo ello desarrollado con 
mucho tino toda vez que es el sustento y la parte más relevante del enfoque cualitativo, siendo 
siempre acorde al problema, objetivos y supuestos de la investigación realizada, determinando 
de esa forma si el resultado obtenido confirma la investigación o por el contrario conlleva a la 
generación de una discusión teórica.  
 
2.7 Aspectos éticos 
 
El desarrollo de la investigación se efectuó respetando las disposiciones legales, éticas, morales 
y sociales, siendo que los resultados obtenidos en la presente no afectarán a terceros. Es de 
informar que los instrumentos de recolección de datos se llevaron a cabo con el consentimiento 
de los expertos, procurando y respetando el aspecto privado, así como la protección de los 









 Descripción de resultado de las guías de entrevista 
Objetivo General: Analizar de qué manera la autotutela administrativa garantiza el 
procedimiento de ejecución coactiva en las obligaciones de hacer en la Municipalidad de 
Santiago de Surco - 2017 
1. ¿Con la experiencia adquirida, de qué manera cree Usted que la autotutela 
administrativa, garantiza el procedimiento de ejecución coactiva en las obligaciones 
de hacer?  
Por un lado, para Cornejo, Aquino, Calvo, Lara, Pachas, Gonzales, Rojas, Mitma, Gallegos y 
Ccasani (2019); Concuerdan que la autotutela administrativa garantiza el inicio del 
procedimiento de ejecución coactiva en las obligaciones de hacer, toda vez que, tienen la 
facultad de poder ejecutar y sus propias decisiones sin requerir autorización para exigir el 
cumplimiento de lo ordenado. Sin embargo, Cornejo (2018), añade que, la autotutela 
administrativa es la facultad que tiene la Administración Pública de ejecutar sus propias 
decisiones sin tener la necesidad de una autorización de otro estamento público (Poder Judicial). 
Y el procedimiento de ejecución coactiva (de cualquier tipo de obligaciones) es la 
manifestación más nítida de esta facultad. Sin ella los procedimientos coactivos no serían 
legales, no existirían. 
2.- ¿De qué manera, considera que el acto administrativo es la manifestación declarativa 
de la autotutela administrativa?  
Por un lado, Cornejo, Aquino, Calvo, Lara, Pachas, Gonzáles, Rojas, Mitma, Gallegos y 
Ccasani (2019); señalan que el acto administrativo es la manifestación declarativa de la 
autotutela administrativa, generada ante la detección de una omisión y/o infracción cometida 
por parte del administrado; así mismo, Cornejo (2019), acota que; la autotutela administrativa 
tiene dos manifestaciones: a) La autotutela declarativa, por la que la Administración declara su 
voluntad o su decisión a través de los actos administrativos, y: b) La autotutela ejecutiva, a 
través de la cual la Administración ejecuta forzosamente las decisiones no acatadas de forma 
voluntaria por los administrados obligados. 
III. RESULTADOS   
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3. ¿Explique Usted, de qué manera se da inicio al procedimiento de ejecución coactiva en 
las obligaciones de hacer? 
Cornejo, Aquino, Calvo, Lara, Pachas, Gonzáles, Rojas, Mitma, Gallegos y Ccasani (2019); 
concuerdan que el procedimiento de ejecución coactiva inicia con la emisión de la Resolución 
de Ejecución Coactiva Nº Uno, dándole un plazo de 7 días hábiles para que por voluntad propia 
pueda cumplir con lo ordenado. Así mismo, Cornejo (2019) manifiesta que; “Todo 
procedimiento de ejecución coactiva, de cualquier tipo de obligaciones, se inicia con la 
Resolución de Ejecución Coactiva N° Uno. Previo a ser emitida, el Ejecutor Coactivo debe 
verificar que la obligación sea exigible coactivamente, es decir, que la obligación haya sido 
determinada mediante un acto administrativo válido, que este acto administrativo haya sido 
debidamente notificado y que no haya sido impugnado dentro del plazo de ley (que esté 
consentido)”.  
4. ¿De qué manera cree usted que la autotutela ejecutiva favorece al éxito de la gestión 
municipal? 
Para, Cornejo, Aquino, Calvo, Lara, Pachas, Gonzáles, Rojas, Mitma, Gallegos y Ccasani 
(2019); afirman que la exigibilidad del cumplimiento de lo ordenado por parte de la 
administración a través de la autotutela ejecutiva permite que se genere un orden y formalidad 
para el beneficio del distrito, prevaleciendo el principio de autoridad. Cornejo (2019); añade 
que “Si bien esta facultad de ejecución por propia cuenta constituye un poder que ostentan los 
gobiernos locales, su uso no debe ser irracional y abusivo, debiendo ser bien utilizado 
conllevando a imponer el principio de autoridad en la jurisdicción. Por ejemplo, clausurando a 
los establecimientos comerciales que no cuenten con licencia de funcionamiento o carezcan del 
certificado de defensa civil, imponiendo un orden y combate a la informalidad. En suma, se 
permite hacer cumplir las normas municipales de manera forzosa, imponiendo un orden en el 
distrito o provincia. Bien usado este poder podría constituirse en una herramienta fundamental 
y muy eficaz en la gestión municipal. 
Objetivo Específico 1: Determinar de qué manera el procedimiento administrativo permite 




5. ¿De qué manera cree usted que se relaciona el procedimiento administrativo y el 
procedimiento de ejecución coactiva? 
Para, Cornejo, Aquino, Calvo, Lara, Pachas, Gonzáles, Rojas, Mitma, Gallegos y Ccasani 
(2019); señalan que el procedimiento administrativo tiene una relación directa con el 
procedimiento de ejecución coactivo, vinculando a una relación de causa y efecto, toda vez que 
no podría iniciarse y/o ejecutarse el procedimiento de ejecución coactiva si no existiese 
previamente tal procedimiento pues la exigibilidad radica en la emisión del acto administrativo 
impuesto. 
6. ¿A juicio propio, de qué manera considera que es importante el acto administrativo 
para el inicio del Procedimiento Administrativo? 
Según, Cornejo, Aquino, Calvo, Lara, Pachas, Gonzáles, Rojas, Mitma, Gallegos y Ccasani 
(2019); concuerdan en que el acto administrativo es la razón de ser del procedimiento 
administrativo, puesto que el procedimiento inicia con la imposición del acto administrativo 
siendo esta etapa del procedimiento declarativa, en donde la administración exige el respeto y 
cumplimiento de las normas municipales. De igual forma, Cornejo (2019) añade a lo acotado 
anteriormente que, el acto administrativo es el título y la razón de ser de la ejecución. Las 
obligaciones que se exigen de forma coactiva deben estar establecidas y bien definida en el acto 
administrativo, cuyo incumplimiento conlleva a que se desaten las acciones de coerción, las 
cuales deben ser actuadas dentro de un procedimiento de ejecución coactiva, Se dice que el acto 
administrativo es el título y límite del procedimiento coactivo, ya que el ejecutor coactivo no 
puede exigir más de lo que este establece. 
7. ¿Qué opinión le merece, que el Procedimiento Administrativo es un paso previo para 
que pueda iniciarse el Procedimiento de Ejecución Coactiva como manifestación de la 
autotutela administrativa? 
Según, Cornejo, Aquino, Calvo, Lara, Pachas, Gonzáles, Rojas, Mitma, Gallegos y Ccasani 
(2019); afirman que tienen una relación directa, en cuanto no podría exigirse coactivamente el 
cumplimiento de alguna obligación, si no se ha llevado un debido procedimiento administrativo 
siendo esta la etapa que determina que obligación será exigida por el Ejecutor Coactivo como 
director del procedimiento de ejecución coactiva. 
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Objetivo Específico 2: Determinar de qué manera se ve limitada la autotutela administrativa 
respecto al 3er párrafo del artículo N° 49 de la Ley Orgánica de Municipalidades N° 27972. 
8. A su criterio ¿de qué manera se ve limitada la autotutela administrativa respecto al 3er 
párrafo del art. 49o de la Ley Orgánica de Municipalidades No 27972? 
Los entrevistados, Cornejo, Calvo, Lara, Pachas, Gonzáles, Rojas, Mitma, Gallegos y Ccasani 
(2019); infieren que, al mencionar en el tercer párrafo que se deberá solicitar la autorización 
judicial ante la demolición de construcción de obras inmobiliarias se limita el ejercicio de la 
autotutela administrativa ejecutiva, así como repercute un hecho dilatorio para que pueda 
ejecutarse la medida complementaria. Por otro lado, Aquino (2019), infiere que, no se está 
limitando la autotutela administrativa, pues el acto administrativo de obligación de hacer tiene 
que cumplirse, siendo el caso que el ejecutado no cumpla y tampoco se le permita al ejecutor, 
se podrá recurrir al órgano jurisdiccional para la ejecución del acto administrativo.  
9. ¿Cree usted que se ve limitada la autotutela administrativa en cuanto a los recursos 
impugnatorios que tienen como fin proteger los derechos del administrado ante la 
imposición de una sanción? 
Para, Cornejo, Aquino, Calvo, Lara, Pachas, Gonzáles, Rojas, Mitma, Gallegos y Ccasani 
(2019), los recursos impugnatorios no es un límite al ejercicio de la autotutela administrativa 
puesto que debe considerarse como un derecho que posee el administrado de exigir que el 
procedimiento administrativo y coactivo sea conducido debidamente. Así mismo, Cornejo, 
Pachas, Gonzáles, Mitma, Gallegos y Ccasani coinciden que muchas veces este derecho 
conferido al administrado cae en un acto dilatorio y que obstaculiza el correcto desarrollo del 
procedimiento deteniendo la acción por parte del Ejecutor Coactivo. 
10. ¿Cuál es su postura respecto al tercer párrafo del artículo 49° de la Ley Orgánica de 
Municipalidades, en cuanto al parámetro que establece en los casos de demolición de 
obras inmobiliarias? 
Por su parte, Cornejo, Calvo, Lara, Pachas, Gonzáles, Rojas, Mitma, Gallegos y Ccasani (2019); 
concuerdan que debe apartarse el tercero párrafo del artículo 49° de la Ley Orgánica de 




 Descripción de resultado de las guías de análisis documental 
 
Objetivo General: Analizar de qué manera la autotutela administrativa garantiza el 
procedimiento de ejecución coactiva en las obligaciones de hacer en la Municipalidad de 
Santiago de Surco – 2017. 
Según, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (junio, 2017), en su “Guía práctica sobre 
el procedimiento administrativo sancionador. Guía para asesores jurídicos del Estado” señala 
que, la autotutela administrativa le confiere y permite a la administración pública el poder de 
sancionar y exigir que se cumpla con sus obligaciones sin tener la necesidad de solicitar a un 
tercero apartado del caso para que determine si debe exigirse tal cumplimiento o no. 
Objetivo Específico 1: Determinar de qué manera el procedimiento administrativo permite 
ejecutar el procedimiento de ejecución coactiva en las obligaciones de hacer.  
El procedimiento administrativo reconocido en la Ley de Procedimiento Administrativo 
General – Ley N° 27444, determina que este es el conjunto de actuaciones, las cuales tienen 
que estar debidamente notificadas y determinadas, conllevando a que el administrado pueda 
acatar la infracción detectada, oponerse o de ser el caso no ejecute ningún tipo de actuaciones, 
consintiendo el procedimiento (ello se genera al no presentar ningún recurso que impugne el 
procedimiento y el acto administrativo impuesto) para que de esa forma se dé inicio al 
procedimiento de ejecución coactiva, ordenándose el cumplimiento de la demolición del bien. 
Objetivo Específico 2: Determinar de qué manera se ve limitada la autotutela administrativa 
respecto al 3er párrafo del artículo N° 49 de la Ley Orgánica de Municipalidades N° 27972. 
En el numeral 1 del artículo N° 93 de la Ley Orgánica de Municipalidades, se determina que 
las municipalidades tienen la autonomía de poder exigir la demolición de construcciones que 
transgredan lo determinado por el Reglamento Nacional de Construcciones, respaldando el 
poder reconocido a la administración de autotutelar sus intereses con fin social y dirigido en 
una jurisdicción determinada, ejecutándolo mediante el procedimiento de ejecución coactivo 







En la presente investigación se tuvo como objetivo general, analizar de qué manera la autotutela 
administrativa garantiza el procedimiento de ejecución coactiva en las obligaciones de hacer en 
la Municipalidad de Santiago de Surco – 2017, así mismo como supuesto general: La autotutela 
administrativa garantiza el procedimiento de ejecución coactiva a través del correcto 
procedimiento administrativo, permitiendo así que se determine la exigibilidad del acto 
administrativo (autotutela declarativa) en la Municipalidad de Santiago de Surco - 2017; los 
entrevistados sostienen que el ejercicio de la potestad de autotutela administrativa permite que 
se pueda iniciar el procedimiento de ejecución coactiva, sin solicitar la opinión de un tercero 
para que pueda ejecutarse, siendo tal procedimiento la manifestación de autotutela ejecutiva, 
así mismo el entrevistado Cornejo (2019) añade que sin esta facultad conferida a la 
administración el procedimiento coactivo no se estaría llevando de forma legal, no existiendo 
una razón de ser, seguidamente, de acuerdo al resultado obtenido en la guía de análisis 
documental, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (2017), sostiene que la autotutela 
administrativa permite que la administración pública sancione y ordene el cumplimiento de la 
obligación exigida sin acudir a un tercero que se encuentre apartado del caso. De igual forma, 
Reaño (2016) en el artículo: “La Autotutela Ejecutiva de la Administración Pública y el 
Procedimiento de Ejecución Coactiva”; infiere que el procedimiento coactivo es una notoria 
manifestación de la autotutela administrativa ejecutiva, permitiéndose que por cuenta propia se 
ejecute las decisiones adoptadas por la administración, sin tener que solicitar apoyo del Poder 
Judicial.  
 
En mérito a lo reseñado, la autotutela administrativa garantiza el procedimiento de ejecución 
coactiva toda vez que es el reconocimiento conferido a la administración pública de poder 
configurar por cuenta propia lo que está conforme a Derecho, imponiendo y exigiendo el 
cumplimiento de las obligaciones, vigilando que tal actuación sea llevada de acuerdo a ley, para 
que su actuar no sea considerado de manera arbitraria. 
En cuanto al objetivo específico 1, se tiene que: determinar de qué manera el procedimiento 
administrativo permite ejecutar el procedimiento de ejecución coactiva en las obligaciones de 
hacer y consecuentemente, se tiene como supuesto específico 1: La Administración, valiéndose 
del reconocimiento de autotutelar sus intereses, inicia el procedimiento administrativo que 
viene a ser la manifestación de la autotutela de manera declarativa, a fin de agotar las vías 
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necesarias para el cumplimiento de la obligación por parte de los administrados conllevando el 
incumplimiento de tal obligación al inicio del procedimiento de ejecución coactiva, los 
entrevistados en su mayoría sostienen que existe una relación que es de manera directa, toda 
vez que para que pueda iniciar el procedimiento de ejecución coactiva deberá en primer lugar 
existir la imposición de un acto administrativo, de acuerdo al análisis de la guía documental, 
del expediente N° 388-2013-0-1801-JM-CI-01 de la Corte Superior de Justicia de Lima - Este, 
se puede extraer que el procedimiento administrativo, son las actuaciones que deben estar 
correctamente notificadas y determinadas permitiendo que el administrado pueda actuar ante la 
exigibilidad de la obligación aceptando, oponiéndose o simplemente que no ejecute ninguna 
actuación, garantizando y protegiendo el derecho del mismo.  De igual forma, Yarleque (2018), 
en su tesis titulada “Potestad de Fiscalización de la Administración Pública de la Universidad 
Pontificia Católica del Perú”, manifiesta que, el procedimiento administrativo garantiza las 
actuaciones de acuerdo a lo reconocido por el ordenamiento jurídico, que determinará si las 
personas sean naturales o de personería jurídica se ciñen y respetan las normas administrativas, 
laboral y/o tributarias. 
 
En el mismo sentido, concordamos que el procedimiento administrativo es el primer paso para 
que pueda darse inicio al procedimiento de ejecución coactiva, puesto que ello permitirá que el 
administrado conozca a ciencia cierta cuál es la obligación que se le exige, ello determinado 
mediante el acto administrativo impuesto, en donde el Ejecutor coactivo no podrá actuar más 
allá de lo que el fiscalizador determinó en la sanción impuesta. 
Tenemos como objetivo específico 2: determinar de qué manera se ve limitada la autotutela 
administrativa respecto al 3er párrafo del artículo N° 49 de la Ley Orgánica de Municipalidades 
N° 27972, y se tiene como supuesto específico 2: El tercer párrafo del artículo N° 49 de la Ley 
Orgánica de Municipalidades N° 27972, limita el pleno ejercicio de la autotutela administrativa 
en los procedimientos de ejecución coactiva para ejecutar las obligaciones de hacer en el caso 
de la demolición, estableciendo que el Ejecutor Coactivo antes de realizar la demolición de una 
obra inmobiliaria deberá solicitar permiso y autorización ante el Poder Judicial. De acuerdo a 
los entrevistados, en su mayoría, consideran que, al solicitarse la autorización judicial para 
ejecutar la medida complementaria de demolición, se está limitando el poder de autotutela 
ejecutiva, considerando que debería apartarse del cuerpo normativo el tercer párrafo del 
mencionado artículo, seguidamente, de acuerdo a la guía de análisis documental, el numeral 1 
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del artículo 93º de la Ley Orgánica de Municipalidades, menciona que, las municipalidades 
gozan de autonomía para que puedan ordenar el cumplimiento de la demolición de 
construcciones que estén transgrediendo lo paramentado por el Reglamento Nacional de 
Construcciones, en concordancia con ello, el autor Estela (2012) sostiene que el artículo N° 49 
de la Ley Nº 27972, es contradictorio toda vez que al inicio del mencionado artículo se respalda  
la potestad de la administración de poder ejecutar sea el retiro de materiales, o de ejecutar la 
demolición de las obras, entre otros, sin embargo en el tercer párrafo sostiene que se debe acudir 
al Poder Judicial para solicitar la mencionada autorización judicial. 
En concordancia de lo reseñado, podemos manifestar que, el tercer párrafo del artículo N° 49 
de la Ley Orgánica de Municipalidades, transgrede la potestad de autotutela administrativa, 
limitándola en cuanto a su libre ejercicio de efectuar la orden de demolición de una obra 
inmobiliaria direccionada por el funcionario público llamado Ejecutor Coactivo, puesto que, el 
solo hecho de que se solicite una autorización judicial como permiso de aceptación a lo 
determinado por la entidad administrativa ya se está cuestionando el poder de decisión al que 
se llegó luego de haberse efectuada una fiscalización administrativa, detectando una infracción 
y trasgresión a lo normado por la entidad, y un análisis por parte de ingenieros expertos en 
Desarrollo Urbano, tomando en cuenta que es la propia entidad administrativa quien tiene la 














De acuerdo con el desarrollo de la presente investigación se pudo llegar a las siguientes 
conclusiones: 
 La autotutela administrativa garantiza el procedimiento de ejecución coactiva toda vez 
que es el reconocimiento conferido a la administración pública de poder configurar por 
cuenta propia lo que está conforme a Derecho, imponiendo y exigiendo el cumplimiento 
de las obligaciones, vigilando que tal actuación sea llevada de acuerdo a ley, para que 
su actuar no sea considerado de manera arbitraria. 
 
 El procedimiento administrativo es el primer paso para que pueda darse inicio al 
procedimiento de ejecución coactiva, puesto que ello permitió que el administrado 
conozca a ciencia cierta cuál es la obligación que se le exige, ello determinado mediante 
el acto administrativo impuesto, en donde el Ejecutor coactivo no podrá actuar más allá 
de lo que el fiscalizador determinó en la sanción impuesta. 
 
 El tercer párrafo del artículo N° 49 de la Ley Orgánica de Municipalidades, transgrede 
la potestad de autotutela administrativa, limitándola en cuando a su libre ejercicio de 
efectuar la orden de demolición de una obra inmobiliaria direccionada por el funcionario 
público llamado Ejecutor Coactivo, puesto que, el solo hecho de que se solicite una 
autorización judicial como permiso de aceptación a lo determinado por la entidad 
administrativa ya se está cuestionando el poder de decisión al que se llegó luego de 
haberse efectuada una fiscalización administrativa, detectando una infracción y 
trasgresión a lo normado por la entidad, y un análisis por parte de ingenieros expertos 
en Desarrollo Urbano, tomando en cuenta que es la propia entidad administrativa quien 












En las investigaciones se busca en su esencia desarrollar los temas que puedan servir de ayuda, 
así como efectuar recomendaciones para los futuros investigadores, es así como también se 
busca recomendar una mejora legislativa dirigida al Congreso de la República quien es el 
encargado de realizar reformas de las leyes, siendo las siguientes: 
 
 La administración pública para ejecutar el correcto procedimiento de ejecución coactiva 
tiene que agotar el procedimiento administrativo que es de carácter sancionador el cual 
está debidamente regulado en la Ley del Procedimiento Administrativo General – Ley 
N° 27444, garantizando de tal manera las actuaciones realizadas; siendo que al 
detectarse algún mal actuar por parte del funcionario público, el administrado puede 
presentar los medios impugnatorios que considere pertinente para efectuar su defensa, 
quedando consentida si este mismo no opera ante la orden de cumplir con la obligación 
de hacer. 
 
 Creemos necesario que el Poder Legislativo, respalde las actuaciones de la 
Administración Pública (Municipalidades), confiriéndole la potestad única para que 
puedan ejecutar las ordenes de Demolición de una obra inmobiliaria, reforzando de tal 
manera el actuar de los funcionarios y profesionales que determinen la transgresión de 
lo ordenado, puesto que previamente a ello se ha efectuado la legalidad del 
procedimiento administrativo de carácter sancionador, evitándose así llevar a cabo un 
proceso dilatorio.  
 
 Promover iniciativa legislativa por parte del Congreso de la República, para que aparte 
el tercer párrafo del artículo N° 49 de la Ley orgánica de municipalidades, toda vez que 
ello transgrede la potestad conferida a la administración pública, pues previo a la 
ejecución de la medida complementaria de demolición, el infractor tiene el derecho de 
presentar los medios impugnatorios que revisen la legalidad del acto administrativo 
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AUTOTUTELA ADMINISTRATIVA Y EL 
PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN COACTIVA EN 
LA MUNICIPALIDAD DE SANTIAGO DE SURCO – 
2017 
PROBLEMA 
¿De qué manera el ejercicio de autotutela administrativa 
garantiza el procedimiento de ejecución coactiva en las 




Analizar de qué manera la autotutela administrativa garantiza el 
procedimiento de ejecución coactiva en las obligaciones de 
hacer en la Municipalidad de Santiago de Surco – 2017 
SUPUESTO  
GENERAL 
La autotutela administrativa garantiza el procedimiento de 
ejecución coactiva a través del correcto procedimiento 
administrativo, permitiendo así que se determine la exigibilidad 
del acto administrativo (autotutela declarativa) en la 
Municipalidad de Santiago de Surco - 2017. 
PROBLEMAS 
ESPECÍFICOS  
 ¿De qué manera el procedimiento administrativo 
permite ejecutar el procedimiento de ejecución 
coactiva en las obligaciones de hacer? 
 ¿De qué manera se ve limitada la autotutela 
administrativa respecto con el 3er parrafo del artículo N° 
49 de la Ley Orgánica de Municipalidades N° 27972? 
OBJETIVOS 
ESPCÍFICOS 
 Determinar de qué manera el procedimiento 
administrativo permite ejecutar el procedimiento de 
ejecución coactiva en las obligaciones de hacer 
 Determinar de qué manera se ve limitada la autotutela 
administrativa respecto al 3er párrafo del art. N° 49 de la 





 La Administración, valiéndose del reconocimiento de 
autotutelar sus interéses, inicia el procedimiento 
administrativo que viene a ser la manifestación de la 
autotutela de manera declarativa, a fin de agotar las vías 
necesarias para el cumplimiento de la obligación por 
parte de los administrados conllevando el 
incumplimiento de tal obligación al inicio del 
procedimiento de ejecución coactiva. 
 El tercer párrafo del artículo N° 49 de la Ley Orgánica 
de Municipalidades, limita el pleno ejercicio de la 
autotutela administrativa en los procedimientos de 
ejecución coactiva para ejecutar las obligaciones de 
hacer en el caso de la demolición, estableciendo que el 
Ejecutor Coactivo antes de realizar la demolición de una 
obra inmobiliaria deberá solicitar autorización ante el 
Poder Judicial. 
ENFOQUE Cualitativa   
















 Obligaciones de hacer 
























































































































































































































Guía de entrevista  
Título: Autotutela Administrativa y el Procedimiento de Ejecución Coactiva en la 





Lugar: _____________ Fecha: ____________ Duración: __________________ 
 
 
1. ¿Con la experiencia adquirida, de qué manera cree Usted que la autotutela 
administrativa, garantiza el procedimiento de ejecución coactiva en las 






2. ¿De qué manera, considera que el acto administrativo es la manifestación 






3. ¿Explique Usted, de qué manera se da inicio al procedimiento de ejecución 





Analizar de qué manera la autotutela administrativa garantiza el 
procedimiento de ejecución coactiva en las obligaciones de hacer en la 

















5. ¿De qué manera cree usted que se relaciona el procedimiento administrativo y 





6. ¿A juicio propio, de qué manera considera que es importante el acto 





7. ¿Qué opinión le merece, que el Procedimiento Administrativo es un paso previo 
para que pueda iniciarse el Procedimiento de Ejecución Coactiva como manifestación de 





Objetivo específico 1 
Determinar de qué manera el procedimiento administrativo permite ejecutar el 
procedimiento de ejecución coactiva en las obligaciones de hacer 
 
Objetivo específico 2 
Determinar de qué manera se ve limitada la autotutela administrativa respecto al 
3er párrafo del articula N° 49 de la Ley Orgánica de Municipalidades No 27972. 
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8. A su criterio ¿de qué manera se ve limitada la autotutela administrativa respecto 






9. ¿Cree usted que se ve limitada la autotutela administrativa en cuanto a los 
recursos impugnatorios que tienen como fin proteger los derechos del administrado ante 






10. ¿Cuál es su postura respecto al tercer párrafo del artículo 49° de la Ley 
Orgánica de Municipalidades, en cuanto al parámetro que establece en los casos de 
















































































Guía de análisis documental 
 
Título: Autotutela Administrativa y el Procedimiento de Ejecución Coactiva en la 
Municipalidad de Santiago de Surco – 2017 
 
Objetivo general 
ANALIZAR DE QUÉ MANERA LA AUTOTUTELA ADMINISTRATIVA 
GARANTIZA EL PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN COACTIVA EN LAS 
OBLIGACIONES DE HACER EN LA MUNICIPALIDAD DE SANTIAGO DE 








Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos 
(junio, 2017). Guía 




Guía para asesores 
jurídicos del Estado (2a 










(…) la potestad 
sancionadora atribuida a la 
Administración Pública 
encuentra sustento en la 
autotutela administrativa 
(obligatoriedad de los actos 
administrativos sin la 
intervención de voluntades 
ajenas a la Administración 
Pública); y a su vez, en un 
imperativo de coerción 
asignado por ley para 
garantizar el cumplimiento 
de obligaciones que 
integran el ordenamiento 
jurídico administrativo y 
castigar su contravención, 
de ser el caso. 
La autotutela 
administrativa es la 
potestad que se le 
reconoce a la 
administración 
pública para emitir 
actos que exijan el 
cumplimiento de las 
obligaciones 
garantizando de tal 
forma el inicio del 
procedimiento de 
ejecución coactiva 
en las obligaciones 
de hacer, ante la 
resistencia por parte 









confiere y permite 
a la administración 
pública el poder de 
sancionar y exigir 
que se cumpla con 
sus obligaciones 
sin tener la 
necesidad de 
solicitar a un 
tercero apartado 
del caso para que 
determine si debe 
exigirse tal 
cumplimiento o no.  
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Objetivo específico 1 
DETERMINAR DE QUÉ MANERA EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
PERMITE EJECUTAR EL PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN COACTIVA EN 




CONTENIDO DE LA FUENTE 
DOCUMENTAL 
CONSIDERANDO DUODÉCIMO. 
- En el presente caso, la 
Municipalidad demandante, 
conforme al expediente 
administrativo que se acompaña, 
luego de realizar una inspección en el 
área, constató que la demandada 
estaba efectuando una construcción 
en los aires del tercer piso del 
inmueble de su propiedad, por lo que, 
inició procedimiento administrativo. 
En dicho proceso se emitió la 
Resolución Subgerencial N° 1303-
2012-MDLM-GFA-SGCS, la cual 
fue debidamente notificada conforme 
a los cargos de notificación que obran 
en autos en el expedienta 
administrativo, los cuales se han 
efectuado de conformidad a lo 
dispuesto en el artículo 21° de la Ley 
N° 27444, resolución administrativa 
que tiene la calidad de firme, en 
atención a que contra ella, no se ha 
interpuesto recurso impugnatorio 
alguno. 
El procedimiento 
administrativo reconocido en 
la Ley de Procedimiento 
Administrativo General – 
Ley N° 27444, determina que 
este es el conjunto de 
actuaciones, las cuales tienen 
que estar debidamente 
notificadas y determinadas, 
conllevando a que el 
administrado pueda acatar la 
infracción detectada, 
oponerse o de ser el caso no 
ejecute ningún tipo de 
actuaciones, consintiendo el 
procedimiento (ello se genera 
al no presentar ningún 
recurso que impugne el 
procedimiento y el acto 
administrativo impuesto) 
para que de esa forma se dé 
inicio al procedimiento de 
ejecución coactiva, 
ordenándose el cumplimiento 




llevado y sujeto a los 
parámetros 




General – LEY 
27444) conllevará a 
que se pueda iniciar 
el procedimiento de 
ejecución coactiva 
para que de tal forma 
no exista una 
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Ley N° 27972, 
Ley Orgánica de 
Municipalidades 





ARTÍCULO 93. FACULTADES 
ESPECIALES DE LAS 
MUNICIPALIDADES 
1.  Las municipalidades provinciales 
y distritales, dentro del ámbito de su 
jurisdicción, están facultadas para: 1. 
Ordenar la demolición de edificios 
construidos en contravención del 
Reglamento Nacional de 
Construcciones, de los planos 
aprobados por cuyo mérito se expidió 
licencia o de las ordenanzas vigentes 
al tiempo de su edificación. 
En el numeral 1 del artículo 
93° de la Ley Orgánica de 
Municipalidades, se determina 
que las municipalidades tienen 
la autonomía de poder exigir la 
demolición de construcciones 
que transgredan lo 
determinado por el 
Reglamento Nacional de 
Construcciones, respaldando 
el poder reconocido a la 
administración de autotutelar 
sus intereses con fin social y 
dirigido en una jurisdicción 
determinada, ejecutándolo 
mediante el procedimiento de 
ejecución coactivo en donde el 
Ejecutor Coactivo tiene la 
potestad de dirigir la 
exigibilidad de la obligación 
de manera forzosa. 
La administración tiene la 
potestad de ejecutar y 
ordenar la demolición por 
construcción que 
transgredan las normas que 
contengan los parámetros 
establecidos para una 
correcta construcción del 
bien, toda vez que 
mediante su poder de 
tutelar sus intereses podrá 
hacer prevalecer el 
principio de autoridad para 
un orden y rigiéndose al 
cumpliendo de un fin de 




ANÁLISIS DEL CONTENIDO  
CONCLUSIÓN 
DETERMINAR DE QUÉ MANERA SE VE LIMITADA LA AUTOTUTELA 
ADMINISTRATIVA RESPECTO AL 3ER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO N° 49 DE LA 
LEY ORGÁNICA DE MUNICIPALIDADES NO 27972. 
